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INVITADO: Señor Secretario de la Presidencia de la República, doctor Gonzalo Fernández. 


SEÑORA PRESIDENTA (Argimón).- Está abierta la reunión. 


La Comisión de Derechos Humanos tiene mucho gusto en recibir al Secretario de la Presidencia de la 
República, doctor Gonzalo Fernández. 


Cuando la Comisión cursó la invitación al Poder Ejecutivo a efectos de que institucionalizara los avances 
sobre la búsqueda de los restos de los detenidos desaparecidos, el doctor Gonzalo Fernández tuvo la 
deferencia de aceptarla pues personalmente quería estar presente en esta reunión. 


Quiero recordar a los integrantes de la Comisión, y a los señores legisladores que hoy nos visitan, que hemos 
formalizado un acuerdo de carácter político en cuanto a que solo recibiremos y escucharemos 
institucionalmente la información que el Poder Ejecutivo tiene sobre este tema. Reitero que este es el ámbito 
de trabajo que se planteó la Comisión para el día de hoy. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Me siento muy honrado de estar en esta Comisión y de poder brindar 
información sucinta del proceso que el Poder Ejecutivo está llevando a cabo en este ámbito, más allá de 
estar a disposición para evacuar las preguntas que pudieran surgir. 


Como los señores Diputados saben, muchas cosas ya han trascendido a través de la prensa. Personalmente 
creo que el interés mediático que ha despertado este tema va mucho más allá del interés de la ciudadanía, que 
está preocupada por otros asuntos. De cualquier manera, el tema está en la prensa todos los días. 


Si los señores Diputados hacen un poquito de memoria recordarán que cuando culminó el trabajo de la 
Comisión para la Paz -que tuve el honor de integrar- esta elevó un informe al Presidente de la República en el 
que, en buen romance, se establecía: "Señor Presidente: hasta acá pudimos avanzar. No pudimos avanzar 
más. Usted no autorizó que nos entrevistáramos con los Comandantes en Jefe y, por ende, hasta aquí 
llegamos. Estas son nuestras conclusiones y ahora le toca a la Presidencia proseguir esa tarea o profundizar la 
investigación". 


Ese mismo día la Presidencia de la República se limitó a aprobar por Resolución presidencial este informe y 
luego por Decreto en Consejo de Ministros lo actuado por la Comisión para la Paz, y no continúo las 
investigaciones a pesar de que había una serie de puntos pendientes. 


El actual Gobierno, a través de una resolución dictada por el Presidente de la República, en acuerdo con el 
Ministerio de Defensa Nacional, encomendó la realización de una investigación en el marco del artículo 4”, 
exclusivamente para saber más detalles de lo que había sucedido con los ciudadanos detenidos desaparecidos. 
En ese marco, se entendió pertinente cometer directamente a los Comandantes en Jefe de cada una de las tres 
Armas, a que elevaran un informe por escrito sobre las investigaciones o hallazgos que hubieran podido 
acaecer. Dichos informes se han hecho públicos recientemente y, a esta altura, tenemos tres lugares en los que 
hay una elevadísima probabilidad de que existan tumbas clandestinas. Allí se está excavando mediante un 
convenio que celebró la Presidencia con la Universidad de la República, específicamente, con la Cátedra de 
antropología y arqueología de la Facultad de Humanidades y con la supervisión del equipo argentino de 
Antropología Forense. El primero de esos tres lugares es el Batallón de Infantería N” 13, donde se comenzó a 
excavar los puntos específicos que habían sido vistos como sospechosos en el estudio de comparación 
fotográfica efectuado por los técnicos de la Facultad de Ciencias. En ninguno de esos lugares ha aparecido 
nada. 


El segundo lugar en que se está excavando es el Batallón N* 14, en un predio en el que están bastante 
delimitadas las zonas sobre las que el Comandante en Jefe recogió información de que habría enterramientos 
clandestinos. 


El tercer lugar es una chacra, propiedad de un particular; allí la Fuerza Aérea marcó dos lugares en los que 
fueron sepultadas dos personas que fallecieron en las instalaciones de Boiso Lanza. 


En estos temas hay que obrar con paciencia porque, más allá de que tengamos plena confianza en los 
Comandantes en cuanto a la certeza de que allí hay restos -o aquellos restos que no formaron parte de la 
denominada "Operación Zanahoria"-, eso no tiene por qué significar celeridad o inmediatez en el hallazgo. 


Adviértase que se trata de zonas que han cambiado a lo largo de treinta años. Se tuvo que desmalezar el área 
del Batallón N* 14, en donde se comenzó a buscar los restos de María Claudia García, porque si bien ese es el 
sitio, la sepultura puede estar cuatro metros hacia un lado o hacia otro. 


Todos los días la prensa -o a veces se reciben anónimos- hace llegar rumores o versiones de lugares en los 
que habría sepulturas. Entonces, si uno fuera a dar crédito a todo eso, habría más sepulturas que ciudadanos 
detenidos desaparecidos. 


Por otro lado, el elenco de técnicos estaría completo; no hay más técnicos para seguir mandando a otros 
lugares: se debe terminar los trabajos de prospección y excavación. Asimismo, hemos dado participación al 
Poder Judicial -así lo reclamaba- para que tanto el Juez, como el Fiscal y fundamentalmente el médico 
forense y el antropólogo forense puedan visitar el lugar y observar cómo se desarrollan los trabajos. 


Esto se ha enlentecido un poco por obvias razones climáticas. Como se comprenderá, durante estos dos días 
no se ha podido trabajar y probablemente en los próximos tres o cuatro días tampoco se podrá, aunque reine 


el buen tiempo, porque hay zonas que se encharcan enormemente. Eso es lo que va determinando una 
lentitud mayor a lo deseado porque, obviamente, todos tenemos la ansiedad de concretar los hallazgos y 
culminar este proceso lo antes posible a fin de cerrar -como lo dijo el propio Presidente de la República- esta 
etapa tan dolorosa para el país. 


Este es, en esencia, el proceso que lleva adelante el Poder Ejecutivo, en el cual quien habla cumple nada más 
que una función de coordinador como brazo ejecutor del Presidente, que no puede estar en todo esto. Hemos 
procurado hacerlo con totales garantías. Por ejemplo, todos los procesos de excavación son filmados las 
veinticuatro horas del día por cámaras fijas y móviles para que el Ejército y la ciudadanía tengan la certeza de 
que sí algo se halla, se encuentre ahí. Hemos tenido que solventar una cantidad de gastos para implementar 
todo esto: instalación de luz eléctrica, baños químicos, suministro de alimentación, transporte de los técnicos 
y transporte desde Buenos Aires del equipo argentino de Antropología Forense. 


Por otro lado, el día 8 de agosto, los Comandantes en Jefe de las tres Armas elevaron un informe por escrito 
al Presidente que, en buena medida, ya ha sido divulgado por la prensa, en el que reconocen por vez primera 
que existieron ciudadanos detenidos desaparecidos que fallecieron en dependencias militares. Hay dos casos 
en los que el Ejército reconoce que la muerte no fue producto de malos tratos, sino que se les dio muerte, que 
fueron sepultados en tumbas clandestinas en unidades militares y que luego se llevó a cabo la denominada 
"Operación Zanahoria", que fue parcial y no total. Esto nos permite albergar fundadas esperanzas de que se 
van a encontrar restos a los efectos de tener las pruebas del hecho. 


A raíz de los informes, se ha pedido a los Comandantes que amplíen alguna información, y en eso están. El 
Vicealmirante Daners, Comandante en Jefe de la Armada, ha abocado a todos sus servicios de inteligencia a 
investigar la coordinación que hubo entre personal de la Armada Nacional y personal argentino, 
fundamentalmente de la ESMA -Escuela de Mecánica de la Armada- en Buenos Aires. A su vez, la revelación 
por parte de la Fuerza Aérea de que existió un segundo vuelo lleva a que el Ejército deba investigar lo 
sucedido con las personas que fueron transportadas en ese segundo vuelo. Desde luego, habrá informaciones 
ampliatorias y confío en que más temprano que tarde las excavaciones en curso den fruto, que podamos 
recuperar los restos y que podamos reconstruir buena parte de la historia. 


Finalmente, agrego que, dado que un gran contingente de ciudadanos uruguayos fueron desaparecidos en 
territorio de la República Argentina y la Comisión para la Paz en muchos casos logró rastrear en qué lugar 
estaban detenidos -en lo que se llamaban los pozos-, el Gobierno argentino va a instalar en la Secretaría de 
Derechos Humanos una oficina especial -probablemente, a ese trabajo también se integre un uruguayo- para 
investigar lo sucedido con esos ciudadanos uruguayos desaparecidos en territorio argentino. 


Este es, a grandes rasgos, el proceso en el que estamos embarcados. No sé si esta información satisface a la 
Comisión; estoy a la orden para evacuar las interrogantes que los señores Diputados entiendan del caso. 


SEÑOR CHIFFLET.- Tengo que brindar una información que jamás he hecho pública, excepto en el 
entorno de la gente con la que trabajaba en ese momento en el semanario "Marcha". 


Me sorprende que se hable de dos vuelos o de un tercer vuelo, cuando me consta que los había y con mucha 
frecuencia. Voy a dar un ejemplo. 


En el año 1974, meses después de la disolución del Parlamento, tuve que concurrir a Buenos Aires a pedido 
del doctor Quijano, Director del semanario en el que yo trabajaba. Al bajar en el aeropuerto fui detenido y me 
llevaron a un establecimiento carcelario de la calle Moreno. Estuve aproximadamente dos días absolutamente 
incomunicado y en teoría me enviaban de regreso a Uruguay. Desde luego que yo no había sacado el pasaje 
de vuelta ni pretendía volver sin visitar a mi Director, tal como él me lo había pedido. Cuando me llevaban en 
un patrullero, pasamos muy cerca del Hotel Royal, donde residía el doctor Quijano y dije al Comisario que 
estaba al frente: "Me van a hacer echar de mi diario" -jerarquizando el semanario en el que trabajaba, para 
dar importancia al asunto-; "si ustedes me permiten, le aviso, o avísenle ustedes, ya que pasamos por aquí”. 
Me respondió: "Tiene usted un minuto". Me hizo acompañar por dos policías de investigaciones que iban en 
el auto. Era domingo. Me encuentro con el doctor Quijano -todo fue casi casual-, quien estaba ahí, y me dijo 
que me esperaban desde hacía dos días. Le expliqué lo que me pasaba y le dijo a su hijo -que vive acá y, sin 
duda, es testigo de ello; también estaban sus hijas- que siguiera el auto policial en el que yo iba hacia el 
aeropuerto; por lo menos, eso era lo que se decía. En el tiempo que demoramos en llegar al aeropuerto -yo 


digo que hubo casualidades muy favorables-, el doctor Quijano pudo comunicarse con Michelini y Gutiérrez 
Ruiz, y ambos con el doctor Llambí -en ese momento Ministro de Relaciones Exteriores-, quien avisó al 
Ministerio del Interior. Para sintetizar, les cuento que en el aeropuerto, cuando teóricamente iba a subir a 
algún avión -nunca supe si con destino a Montevideo porque no se había dicho hacia dónde iba; yo suponía 
que venía hacia aquí-, un señor llamado Esteban Rey del Ministerio del Interior se presenta y pregunta al 
Comisario por qué me tenían detenido. Él explica que por las leyes que rigen en acuerdo con Uruguay. 
Subiendo un poco el tono, el señor Rey pregunta: "¿Qué leyes? ¿Dónde están esas leyes?". Respondió: "Me 
refiero a los acuerdos que tenemos con la Policía y las Fuerzas del Uruguay". El señor Rey expresa: "No hay 
ningún acuerdo por encima de las leyes" y de inmediato me dice: "Usted tiene visa de turista; puede estar 
hasta tres meses aquí. Cualquier dificultad, me avisa. Puede salir". Desde luego, me estaban esperando 
Michelini, Gutiérrez Ruiz, el hijo del doctor Quijano y alguien más. Nunca supe adónde iba; se me dijo que a 
Uruguay. 


He aquí un vuelo, si se quiere individual, no pedido por la persona detenida; supongo que en esa etapa se 
multiplicaron otros vuelos. 


Quería informar esto porque me causa mucha sorpresa que se hable de algunos vuelos. Sé que son vuelos en 
los que viajan muchos, como el del caso de Margarita Michelini, Rodríguez Larreta y otros que trajeron 
desde Orletti. Eso, naturalmente, es mucho más monstruoso. Asimismo, consta que estaban también en 
Buenos Aires los cinco fusilados en Soca, que fueron traídos y fusilados aparentemente "en represalia" -entre 
comillas- por la muerte de Trabal en Francia. 


Con la autorización de la señora Presidenta -a quien informaré después personalmente-, también quiero decir 
que he recibido denuncias que entregaré al doctor Fernández, referidas a algunas unidades militares. Creo 
que alguna no figura públicamente; me parece que lo más conveniente es entregar esto personalmente y no 
difundirlo más allá de lo debido, ya que uno no sabe qué seriedad puede tener, por más que en algún caso 
alguna fuente se responsabilice. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- El informe del Comandante en Jefe de la Fuerza Aérea dice que logró 
confirmar la existencia de dos vuelos. El primero de ellos es el que trajo un contingente de uruguayos, 
con los cuales, después de algún periplo por centros clandestinos de detención en Montevideo, se montó 
una operación, apareciendo como que se les detenía en el famoso chalet "Susy" de Shangrilá o de 
Lagomar -no recuerdo bien-, o en algunos hoteles céntricos. Luego, toda esa gente fue derivada a la 
justicia militar y blanqueada. 


Además, dice que se encontró la existencia de un segundo vuelo con otro contingente de uruguayos que, 
obviamente, no fueron al penal y presumiblemente a esta gente se le dio muerte. Y el informe señala también 
que si bien no tiene elementos de juicio para presumir que haya habido más, tampoco se atreve -palabra más, 
palabra menos- a descartar que haya habido otros vuelos. En este momento, puedo informar a la Comisión 
que el Teniente General Bonelli está revisando, al mayor detalle -fundamentalmente porque la prensa empezó 
a hablar del tercer y cuarto vuelo-, los viejos archivos que existen -que son grandes libros- de donde hay que 
descartar los vuelos que en aquel momento se hacían para PLUNA, separándolos de los que no eran para esa 
compañía. Se trata de discriminar en un universo de aproximadamente diez mil vuelos para saber cuáles 
pudieron ser vuelos de este tenor. Esa información complementaria será aportada a la Presidencia. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Nos parece muy importante lo que usted manifestó -y consta en la versión 
taquigráfica- acerca de la filmación permanente en los lugares donde se están efectuando las 
excavaciones porque es una garantía no solo para las Fuerzas Armadas sino para la población en su 
conjunto. Esto es algo que no ha trascendido, no está presente en la comunicación que se traslada a la 
población, y nos parece un dato no menor. 


A través de los medios de difusión asistimos a la comparecencia de técnicos argentinos y luego advertimos 
que ellos no están presentes en estas excavaciones. Por lo tanto, queremos preguntar a qué se debió la retirada 
de ese grupo si estaba previsto que estuviera desde el inicio. También queremos saber si se continuará 
coordinando su participación en caso de que la ausencia se haya debido a una razón puntual. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Si se me permite, voy a hacer un agregado con respecto a lo primero que se 
planteó. 


Nosotros siempre hemos entendido que el esclarecimiento de lo que ocurrió con los detenidos desaparecidos 
es cas1 política de Estado, que tiene que estar más allá de cualquier partidarismo o protagonismo, y que debe 
estar rodeado de las máximas garantías para las Fuerzas Armadas, para el Gobierno, para la ciudadanía. A 
esos efectos, hemos montado diversos dispositivos de seguridad. El primero de ellos es el aislamiento de las 
zonas que pasan a ser zonas militares a disposición de la Presidencia de la República. El segundo, es la 
instalación en cada una de esas zonas de un destacamento que no pertenece al arma del cuartel que está allí. 
Es decir, el destacamento que está custodiando el Batallón N* 13, así como el que custodia el Batallón N* 14 
dependen directamente del Comandante en Jefe, no son una unidad del cuartel. El tercer dispositivo de 
seguridad es la instalación en ambos predios de máquinas filmadoras. Hay horas y más horas de filmación - 
obviamente resulta muy aburrido verlas- con cámaras fijas y móviles. Cuando ha habido algún hallazgo de 
relevancia, amén de la filmación, también se realiza el levantamiento de un acta notarial para dar 
transparencia a todo este proceso. 


En cuanto a la segunda pregunta que formula la señora Presidenta voy a decir lo siguiente. El equipo 
argentino de Antropología Forense está trabajando en varias partes del mundo. Es gente que tiene la mayor 
experiencia acumulada en este tema, y a pesar de que en los últimos tiempos hemos recibido ofrecimientos 
por parte de otros equipos como, por ejemplo, del equipo peruano de Antropología Forense, creemos que este 
es el más indicado y en el que la Asociación de Familiares tiene mayor confianza. Ellos, que trabajan en 
forma honoraria, no tienen personal suficiente como para venir a instalarse y permanecer continuadamente 
acá. Vinieron cuando parecía que era inminente el hallazgo de los restos de María Claudia García, dado que 
en esa zona había un lugar muy específico que los antropólogos llaman cubeta, y todo hacía suponer que 
estaban ahí; por ende, en dos o tres días la excavación daría resultados. Lamentablemente no fue así. 


El desmalezamiento del terreno ha permitido ver ahora que en el mismo sitio hay otras depresiones y, 
eventualmente, otras cubetas. Por tanto, con el equipo argentino de Antropología Forense acordamos que, 
como ellos están a media hora de avión, apenas exista un hallazgo vendrán inmediatamente, puesto que no 
pueden permanecer continuadamente en el país. Reitero: ante el primer hallazgo se les avisará de inmediato y 
vendrán. Al margen de ello están en contacto telefónico permanente y vía "e-mail" con el equipo que dirige el 
profesor López Más, de la Facultad de Humanidades y Ciencias de la Educación, colega de ellos, en quien 
han depositado la mayor confianza, teniendo muy buena sintonía desde el punto de vista técnico y 
metodológico en cuanto al trabajo. 


SEÑOR VÉLEZ.- El doctor Fernández hablaba de los informes que recibió la Presidencia de la 
República de los tres Comandantes en Jefe. Ahora bien, en los últimos días -como el doctor Fernández 
también destacaba a nivel de prensa- han surgido otras posibles vetas de investigación con referencia a 
dos departamentos del interior del país: Rocha y Tacuarembó. Entonces, ¿cómo maneja la Presidencia 
de la República esos casos que, aparentemente, no vienen incluidos en los informes de los militares? 
¿Va a tomar alguna medida con respecto a eso? ¿O lo que no viene en los informes de los Comandantes 
en Jefe no es tenido en cuenta por el momento? Concretamente, quiero saber qué proceso se sigue 
cuando aparece ese tipo de rumores. ¿Se descartan de plano o la Presidencia los sigue? 


SEÑORA PRESIDENTA.- Reitero el acuerdo realizado por los miembros de la Comisión. Así como en 
Presidencia se reciben múltiples informaciones, también a alguno de nosotros le ha llegado alguna 
comunicación, pero es voluntad de esta Comisión no tratarla en su seno sino directamente trasladarla, 
pues nos parece que esta es la mejor forma de colaborar con el proceso que lleva adelante el Poder 
Ejecutivo. Por este motivo, al Diputado Chifflet, que recibió algún traslado similar, la Comisión le 
solicitó que entregara todo el material al doctor Fernández. 


Aprovecho la ocasión para reafirmar que no es esta Comisión asesora la que debe llevar adelante la 
determinación acerca de si la información es de traslado o no, sino que se debe trasladar todo el material que 
entendamos puede servir para este proceso. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- En principio, no descartamos ninguna información. No se trata de que el 
Poder Ejecutivo se atenga exclusivamente a lo que venga informado por los Comandantes en Jefe. 


Además, de hecho, en los últimos años, ya durante el trabajo de la Comisión para la Paz -que me tocó 
integrar-, e inclusive ahora, he tenido muchos contactos con militares retirados -diría que 
prácticamente con todos- para tratar de persuadirlos y convencerlos de dar información. 


Sí hay -y es bastante público- una suerte de psicosis; ahora parece que hay desaparecidos sepultados en todas 
partes del país. Entonces, uno tiene que tamizar la información con cierta prudencia y cautela. Por ejemplo, 
nos llegan muchas informaciones anónimas; uno no puede dar credibilidad a una información de ese tipo. 
También nos llegan informaciones de gente que viene y da la cara, pero dice que un día vio a un soldado 
cavando con una pala en un predio militar; tampoco podemos dar credibilidad a eso. El Ejército nos ha dicho 
que en el caso de Tacuarembó no hay ningún tipo de tumba clandestina. Vamos a averiguarlo; vamos a 
chequearlo. 


Sin duda, en lo que hace al proceso de excavaciones tenemos una limitante insalvable a nivel de recursos 
humanos. Los recursos humanos disponibles -toda la Cátedra de Antropología de la Facultad de 
Humanidades- están repartidos en este momento en tres lugares distintos: el Batallón N* 13, el Batallón N* 14 
y la chacra de Toledo. Al respecto, había olvidado decir que como esta chacra no es un predio militar que 
pueda ser custodiado por los militares -es un predio de un particular al que comenzó a llegar una procesión, 
alguno de cuyos miembros aparentemente tenía ganas de sustraer cosas porque son amigos de lo ajeno-, hubo 
que instalar una guardia del Ministerio del Interior. Reitero que la Fuerza Aérea no tiene jurisdicción en el 
lugar. 


SEÑOR GARCÍA PINTOS.- También nosotros nos complacemos por tener al señor Secretario de la 
Presidencia en esta Comisión de Derechos Humanos. 


En primer lugar, voy a referirme a algo que dijo la señora Presidenta con respecto a una afirmación del 
Secretario de la Presidencia, señor Gonzalo Fernández, en cuanto a las filmaciones. Creo haber escuchado en 
un medio radial o leído en alguna parte que el hecho de que se realizan filmaciones está en conocimiento de 
los medios de prensa y de aquellos ciudadanos que pueden informarse a través de ellos. O sea que para mí el 
tema de las filmaciones no es nuevo. 


No escuché -no quiere decir que no haya sido recogido por algún medio de difusión- si las filmaciones se 
realizan durante las veinticuatro horas del día; pero, si no entendí mal, así se mencionó. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Las filmaciones se realizan mientras se excava, no de noche. 


SEÑOR GARCÍA PINTOS.- Entonces, la filmación no sería permanente, durante las veinticuatro 
horas del día, sino mientras se está trabajando. Esta explicación también tiene su importancia. 


En segundo término, voy a plantear dos preguntas, la primera de las cuales, más que una respuesta, merece 
una reflexión. Tiene que ver con el hecho de que cuando se conocieron los presuntos lugares en los que 
habría enterramientos clandestinos trascendió a la opinión pública -creo que el señor Presidente de la 
República fue el que habló primero, pero que también lo dijo algún jerarca del Ejército- que habría resultados 
en cuarenta y ocho horas y poco tiempo después -posiblemente, horas o días-, se pasó de cuarenta y ocho 
horas a un año y medio. 


Quisiera saber si hay alguna explicación o reflexión por parte del señor Gonzalo Fernández sobre este punto; 
estimo que debe haberla. 


Por otra parte, el señor Gonzalo Fernández habló de que este tema debe ser tomado con seriedad y con 
paciencia -utilizó esa palabra-, y uno lo entiende así. De inmediato, mencionó que todo esto se desarrolla, 
lógicamente por la presión que hay en torno al tema, con ansiedad. Por último, habló de avanzar y terminar 
con este tema; palabras más, palabras menos, el concepto es ese, y creo que todos estamos de acuerdo. Mi 
pregunta respecto a este estado de ansiedad y a la posibilidad de terminar con este tema es qué alcance tienen 
sus afirmaciones, qué significa terminar con este tema. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- En cuanto a la primera interrogante, creo que se han mezclado informaciones 
de distinto calibre. Lo del año y medio surge porque uno de los miembros del equipo argentino de 


Antropología Forense contó, anecdóticamente, que había participado en el hallazgo de los restos del 
"Che" Guevara en Bolivia; mencionó que comenzaron excavando la primera fosa en un lugar y luego 
demoraron un año y medio en encontrar los restos, que estaban exactamente al lado del sitio donde 
habían empezado a trabajar. Es decir que si hubieran tomado la otra dirección, los habrían encontrado 
mucho antes. 


Creo que hay que distinguir dos cosas: por un lado, la certeza, la fundada convicción de que los restos están 
y, por otro, la celeridad con que pueda llegarse a ellos. Lo uno no implica lo otro. 


De todos modos, no creo que esto se extienda un año y medio; lo doy por descartado. Pero sí es verdad que 
las modificaciones en el terreno, las fallas mnémicas de los protagonistas, las dificultades para identificar los 
sitios y -por qué no- también las alteraciones climáticas y los cambios que ha habido en el Batallón N* 14, 
por ejemplo en el cauce de la cañada, pueden significar diferencias de pocos metros que resultan fatales en 
cuanto al tiempo que pueda llevar la excavación. 


Yo tengo mucha confianza en que pronto vamos a llegar a algo. Ayer me informaban que en la chacra ya 
comenzaron a aparecer restos de cal; los técnicos dicen que en esos casos el cuerpo se correría un par de 
metros fuera del lugar; de modo que serían los primeros cuerpos que podríamos rescatar. 


Descarto que esto insuma un año y medio. Me hubiera gustado -como creo que a todos los aquí presentes y a 
todos los uruguayos- que esto se lograra en dos días, pero no es posible por los factores que acabo de 
enunciar. Hay que esperar -repito las palabras- con calma, con paciencia, tratando de calmar las ansiedades 
que se han despertado en mucha gente. 


No sé si esto evacua la primera pregunta del señor Diputado. 


SEÑOR GARCÍA PINTOS.- Hice esta pregunta porque no se trata solo de las cuarenta y ocho horas 
versus los dieciocho meses; no es eso. De todos modos, humanamente, es comprensible que se haya 
hablado de cuarenta y ocho horas debido a la ansiedad por terminar con este tema, parafraseando un 
poco lo que el señor Fernández señaló hace unos minutos. Pero lo que ocurre es que mucha gente 
interpretó esto como que se abría una expectativa respecto a la credibilidad de la información con la 
que se manejó la Presidencia de la República en cuanto a los lugares de los enterramientos. Por eso fue 
que nosotros formulamos la pregunta y nos sirve la respuesta que se nos ha dado; hago esta aclaración. 
Me quedo en esta reflexión, para poder escuchar su respuesta respecto al alcance del otro tema. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- En cuanto al primer tema, debo decir que la Presidencia de la República cree 
que la información que se le ha proporcionado es exacta. Desde luego, nosotros no tenemos la bola de 
cristal y no puedo descartar -porque es posible- que algunos de los retirados que trasmitieron 
información a los Comandantes pudieran haber faltado a la verdad. Pero en términos generales -y 
sabemos que esto ha sido chequeado, rechequeado y corroborado-, adjudicamos credibilidad en la 
información. 


En cuanto a lo de las cuarenta y ocho horas, puedo asegurar que si hubiésemos tenido suerte y esa zona que 
los antropólogos llamaban "cubeta" hubiera sido el lugar de la tumba -que probablemente esté a diez metros 
de allí-, la habríamos encontrado en ese lapso. 


Respecto a la segunda pregunta, debo decir que la Presidencia de la República ha encarado el mandato del 
artículo 4* de la Ley de Caducidad de proceder a la investigación de lo sucedido con los detenidos 
desaparecidos. Se trata de reconstruir la historia de lo que sucedió con aquellos respecto a quienes no se sabe 
lo que les pasó y de hallar los restos que se puedan encontrar. Creemos que eso es una asignatura pendiente, 
que estamos tratando de impulsar con bastante energía -en lo personal nos lleva mucho tiempo- para finalizar 
un proceso. Porque esto tampoco es -el propio señor Presidente de la República lo ha manifestado- un 
proceso que pueda eternizarse, "sine die". Por apuros improcedentes, no vamos a dejar de investigar o 
descartar pistas o datos relevantes, indiciarios o presuntivamente importantes; vamos a hacer las cosas a 
conciencia. De todos modos, insisto en que esto es un proceso tendiente a agotar un cometido asignado por la 
Ley N? 15.848. 


SEÑOR GAMOU.- De alguna forma, la pregunta que voy a formular ya fue hecha por el colega 
Diputado y refiere a estas nuevas versiones que empiezan a aparecer. 


En estos días nos hemos visto bombardeados por informaciones. Inclusive, hay alguna que puede dar lugar - 
sin descartarla "prima facie"- a cierto tipo de duda; se dice que alguna vez hubo gente de beberaje y que en 
esa oportunidad se habló de una supuesta cacería en un predio de Tacuarembó. Sabemos que el doctor 
Fernández participó en la Comisión para la Paz y que aquello fue más discreto puesto que no había prensa, 
mientras que hoy nos encontramos con que los medios de comunicación tienen que vender y, entonces, sacan 
unos titulares fantásticos. De todos modos, queremos saber si en aquel momento también se recibía este tipo 
de información anónima. 


Creo que quienes estamos aquí hemos concurrido a alguna reunión política en la que ha aparecido algún 
personaje para comentarnos que estuvo en tal lugar o que vio tal cosa. Entonces, me gustaría saber cómo se 
manejan esas situaciones harto complicadas que tienen que ver con una serie de informaciones que a veces se 
manejan con cierto grado de frivolidad. 


En definitiva, quisiera saber si esto que está sucediendo hoy es muy distinto a lo que pasó cuando el doctor 
Fernández formaba parte de la Comisión para la Paz. Lo pregunto porque supongo que habrán aparecido 
muchas "informaciones" -entre comillas- de este tipo. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Creo que la situación no es demasiado distinta, más allá de que hoy esto tiene 
una repercusión mediática mayor. Ya en aquel momento aparecían versiones de todo tipo, tamaño y 
color. Inclusive, apareció un personaje que, por los datos que he recabado, ha reaparecido, visitando a 
legisladores y diciendo tener información. Este personaje es un delincuente común que tiene siete 
antecedentes penales por estafa, siempre vinculadas a este tema. 


En estos días ha aparecido alguna información nueva que antes no había surgido, como esta historia de la 
cacería en Tacuarembó que, en lo personal, no creo que sea cierta. También apareció otra versión en el 
sentido de que habría más de dos tumbas en la chacra de Pando, cosa que nunca se mencionó y que también 
pongo en tela de juicio. 


(Ingresa a Sala el señor Senador Da Rosa) 


———De todas maneras, todos estos datos -salvo que sea algo muy grosero o información anónima- son 
chequeados y verificados antes de descartarlos, para no actuar a la ligera ni dejar cabos sueltos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Presidencia da la bienvenida al señor Senador Da Rosa. 


SEÑOR POSADA.- Agradecemos la presencia del señor Secretario de la Presidencia de la República, 
porque estos son temas particularmente importantes para todos nosotros. Por cierto que la 
información que él nos pueda dar la valoramos debidamente. 


El 1? de marzo el señor Presidente definió una estrategia del Gobierno respecto al tema de los derechos 
humanos. Claramente estableció dos hechos, dos delitos de lesa humanidad que quedaban excluidos de la 
Ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva del Estado. Desde hace un tiempo ha habido un cambio de 
actitud -creo que todos podemos constatarlo-, una actitud distinta de parte de los mandos de las diferentes 
Fuerzas. Los documentos que se entregaron al señor Presidente de la República hace algunos días constituyen 
un cambio, importante a nuestro juicio, desde el punto de vista de la información que se aporta. 
Particularmente, valoramos como un cambio cualitativo importante en la información manejada -hasta 
entonces era una versión- la confirmación de la existencia de un segundo vuelo. A través de ciertas versiones, 
ahora se habla de la existencia de un tercero y, eventualmente, hasta de un cuarto. Pero los mandos de la 
Fuerza Aérea confirman la existencia de un segundo vuelo. 


Entonces, quiero saber cómo afecta ese cambio cualitativo a la estrategia fijada por el Gobierno. De alguna 
manera, esta nueva información que se aporta sobre la existencia de un segundo vuelo establece que en la 
operativa del Ejército, durante el período de la dictadura, hubo un hecho muy relevante, y no digo esto 
porque no hubiera habido ejecuciones en el pasado. De hecho las hubo: Zelmar Michelini, Gutiérrez Ruiz, 


William Whitelaw y Rosario Barredo. También fueron ejecuciones las que registraron concomitantemente 
con el asesinato del Coronel Trabal. 


Pero ahora se confirma la existencia de un segundo vuelo y, de hecho, la existencia de delitos cometidos por 
oficiales de las Fuerzas Armadas uruguayas en Argentina y que terminan teniendo el desenlace de la 
ejecución en el Uruguay. La pregunta va en el sentido de cómo afecta a esta estrategia, porque me parece que 
allí hay un elemento que indudablemente introduce un hecho cualitativo nuevo que, de alguna manera, tiene 
incidencia en cómo el Gobierno está valorando las circunstancias en las que se está moviendo. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Quizás debería responderle simplemente que la estrategia que se ha trazado 
el Gobierno no va a verse alterada por ese hecho. 


En primer lugar, en ese hecho habría una privación de libertad cometida fuera del país por fuerzas militares 
extranjeras. La participación uruguaya comienza con el traslado al territorio nacional y, eventualmente, la 
ejecución de estas personas en el territorio nacional. A mí no me gusta ahora hablar en términos jurídicos, 
porque cualquier opinión que yo dé como jurista, puede ser malinterpretada. Un estudiante de primer año de 
Facultad maneja el concepto de delito progresivo, que es el que va de menos a más. Si hubo un traslado de la 
República Argentina hacia el Uruguay, y si se les dio muerte en el país por orden de los mandos, es un caso 
comprendido dentro de la ley de caducidad. Esto significará que se incrementará -nosotros por ahora tenemos 
la confirmación del segundo vuelo, no sabemos quiénes ni cuántos vinieron- el número de desaparecidos a 
quienes se les dio muerte en territorio uruguayo por personal uruguayo, en detrimento del número de 
desaparecidos que creíamos habían muerto en la República Argentina a manos de miembros de las Fuerzas 
Armadas argentinas en los distintos pozos, chupaderos o centros clandestinos de detención. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Mesa consulta a las señoras y señores legisladores si autorizan que el 
Senador Moreira formule una pregunta al doctor Fernández. 


SEÑOR CHIFFLET.- ¡Apoyado! 


SEÑOR PRESIDENTA.- Antes que nada, la Presidencia aclara a los señores Senadores y a quienes no 
estaban cuando iniciamos la sesión que esta asesora coordinó y negoció, a efectos de llevar adelante 
esta reunión de trabajo, que las preguntas que se le formulen al doctor Fernández tengan que ver con 
el informe que esta Comisión le solicitara, y solamente sobre ese tema. 


SEÑOR MOREIRA.- Yo ignoraba eso. Voy a formular una pregunta con el mismo tenor que la del 
señor Diputado Posada, y que formuláramos en la Comisión de Defensa Nacional del Senado a la 
señora Ministra de Defensa Nacional, quien nos dijo que este temario tan delicado estaba más en la 
órbita del Presidente de la República y del doctor Fernández que del propio Ministerio de Defensa. 


En ese momento, le preguntamos respecto del cambio en la interpretación de los artículos 1* y 3%; en lo que 
tiene que ver con María Claudia García había una resolución del Poder Ejecutivo en la cual la consideraba 
excluida de los alcances del artículo 1%. No sé si ha recaído resolución respecto del caso Michelini y 
Gutiérrez Ruiz y Whitelaw. Ahí, evidentemente, ha habido un cambio en la interpretación de los alcances de 
la ley. Ese caso había sido expresamente incluido por el anterior Presidente de la República, y el caso 
Michelini en el primer Período del doctor Julio María Sanguinetti, y hay otros similares 


Ahora, con los nuevos hechos sobre los cuales preguntaba el señor Diputado Posada, del segundo vuelo, del 
tercer vuelo, hemos leído trascendidos de prensa acerca de que organizaciones de derechos humanos - 
SERPAJ, PIECNT, Familiares de Desaparecidos- van a plantear al Poder Ejecutivo algunos casos que ya 
fueron objeto de clausura en el pasado, teniendo en cuenta esas veintidós personas que se trasladaron en un 
vuelo y seis en otro, si es que existieron. Se plantea al Poder Ejecutivo para que cambie el criterio y los 
considere excluidos del artículo 1”. También existe la pretensión de que se le adjudique al doctor Fernández 
en su calidad de Catedrático de Derecho Penal -no sé si es verdad por eso le pregunto- la opinión de que los 
mandos superiores de esa época, en particular el Teniente General Gregorio Álvarez que, según informa la 
prensa, diera la orden de servicio No. 7.777, tampoco estarían amparados porque son los que dieron la 
orden... 


SEÑORA PRESIDENTA.- Eso no tiene nada que ver con el motivo de la convocatoria, por eso antes de 
darle la palabra traté de trasladar cuál era el motivo de esta reunión de trabajo. Seguramente, el 
doctor Fernández se lleve su inquietud. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Si la señora Presidenta me autoriza, yo prefiero contestar. 


En realidad, el mecanismo de consulta al Poder Ejecutivo se impulsa a partir de la consulta que elevan los 
Juzgados. Los Tribunales han tenido actitudes disímiles en este tema. Por ejemplo, el caso de Michelini y 
Gutiérrez Ruiz, Barredo y Whitelaw nunca fue elevado en consulta al Poder Ejecutivo. El caso de 
Gomensoro Josman, que lleva adelante el Juzgado de Tacuarembó, nunca fue elevado en consulta al Poder 
Ejecutivo. El caso de la Seccional 20 del Partido Comunista nunca fue elevado en consulta al Poder 
Ejecutivo. El caso de la calle Amazonas nunca fue elevado en consulta al Poder Ejecutivo. Esto es curioso 
porque a veces un mismo Juez consulta algún caso y otro no lo consulta. Inclusive, algún Juez en alguna 
resolución o dictamen fiscal que he visto, dice que como esto está excluido de la ley de caducidad no es 
necesario elevarlo en consulta. 


El Poder Ejecutivo ha recibido específicamente tres consultas. La primera de ellas por el caso de la señora 
María Claudia García Cassinelli, y contestó que estaba excluido en virtud de que ahí no se había obrado ni 
por orden de los mandos, ni en cumplimiento de funciones, ni por móviles políticos. 


La segunda consulta, es por el caso de Zabalzagaray, en que la denunciante dice que su hermana fue detenida 
por personal militar, fue llevada a una unidad militar donde falleció en el día. Pero, en el momento en que 
fueron a buscarla, había dos personas a quien ella califica de civiles que, por ende, no estarían comprendidos 
en la ley. El Juzgado lo elevó en consulta, y el Poder Ejecutivo lo devolvió diciendo que los presuntos civiles 
no están comprendidos. Tenemos muchas dudas de que esas dos personas que la denunciante indica como 
civiles, en realidad, fueran funcionarios policiales o militares vestidos de particular, sin uniforme. 


La tercera consulta que se recibió es el caso de Luzardo, que es una persona que falleció antes del 27 de junio 
de 1973. Y, de acuerdo con nuestra interpretación, la ley abarca hechos acaecidos durante el período de facto, 
y este comienza con el quiebre institucional y el decreto de disolución de las Cámaras del 27 de junio de 
1973 


Agradezco al señor Senador Moreira que haya formulado su segunda pregunta, porque en estos temas 
siempre hay varias picardías. 


SEÑOR MOREIRA.- Aclaro al señor Fernández que no formulé mi pregunta por picardía. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- No estoy diciendo que sea una picardía suya. He leído que algunos abogados 
que patrocinan causas de derechos humanos quieren apoyarse en una consulta que formulé en 1990 a 
pedido de la Cámara de Senadores y a propósito de un incidente de remoción por indignidad de un 
Senador. En esa consulta lo que dije -y es doctrina absolutamente dominante a partir de la Segunda 
Guerra Mundial y del llamado caso Eichmann, y que ha recobrado mucha fuerza con la caída del 
muro de Berlín y los hechos punibles atribuidos a los funcionarios de la ex República Democrática 
Alemana-, es que se trata, ni más ni menos, que de la llamada autoría por dominio de un aparato 
organizado de poder, por el cual una persona es autora de un delito en la medida en que tiene el 
dominio de un aparato organizado de poder, cuyos miembros cometen delitos. 


Insisto que esta no es una opinión que haya vertido para estas organizaciones de derechos humanos, sino que 
fue una consulta, que estará en los anales del Senado, que me fue formulada a mí, a la doctora Balbela, al 
doctor Schurmann Pacheco y no recuerdo a qué otro jurista. Esta consulta se hizo a los efectos de dirimir un 
incidente de remoción por causa de indignidad que se tramitaba contra un Senador de la época. 


SEÑOR ITURRALDE.- Espero que mi comentario encuadre dentro de los lineamientos que ha fijado 
la Comisión. 


Deseo hacer un comentario en virtud de que el doctor Gonzalo Fernández integró la Comisión para la Paz y 
ahora está al frente de este proceso. Seguí con atención todo el proceso de trabajo de la Comisión para la Paz 


y pude advertir que manejó menos elementos de los que hoy aparecen. Me pregunto cómo evaluar esa actitud 
de los militares que en ese momento no dijeron absolutamente nada y sí lo hacen hoy. 


Me refiero a la actuación de la Comisión para la Paz, pero esta pregunta también podría retrotraerse a otras 
instancias, porque entiendo que existe un cambio de actitud -por supuesto, positivo-, en cuanto a la actuación 
de la Comisión para la Paz. No estoy diciendo que los militares que no aportaron la información necesaria 
hayan incurrido en desacato, pero, por lo menos, omitieron cumplir determinados lineamientos que se les 
reclamaba desde el Poder Ejecutivo, dejando mucho que desear de su actitud. 


Me gustaría escuchar la opinión del doctor Fernández, por aquello que solía decir Borges en cuanto a que no 
hay preguntas indiscretas sino respuestas indiscretas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Mesa cree que lo que se solicita al doctor Fernández es una reflexión 
personal. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Lo haré con mucho gusto, señora Presidenta. 


En primer lugar, quiero sentar un matiz de discrepancia. La Comisión para la Paz obtuvo una cantidad de 
información que ahora el Ejército y la Fuerza Aérea ratifican con rectificaciones de detalles: no fue en tal 
fecha sino en tal otra, no fue en tal lugar, sino en otro lugar. Los miembros de la Comisión para la Paz 
logramos persuadir a muchos de los militares retirados para que nos dieran información. Lo que no pudimos - 
y lo aclaré al comienzo de mi exposición; creo que el señor Diputado Iturralde no estaba presente-, por 
disposición del anterior Presidente de la República, fue trabar contacto con lo que parecía ser la jerarquía o el 
camino natural, que eran los Comandantes en Jefe. Esta vez se ha ido directamente a los Comandantes en 
Jefe para que, investidos de toda su autoridad, recojan información. Así y todo, habrá unos cuántos oficiales, 
sobre todo los retirados, reticentes, y otros que lograron hablar. 


Creo que el tiempo es un gentilhombre atildado y también va haciendo su obra. Francamente, a esta altura no 
se puede tapar el sol con la mano, ya que todos sabemos lo que pasó en Uruguay. 


De manera que los avances implican, por un lado, un cambio de mentalidad que tiene que ver con lo que ya 
avanzó la Comisión para la Paz en su momento, con lo que ganó cuerpo en el seno de la ciudadanía, con las 
variaciones del contexto regional, con el mayor impulso quizás que el Poder Ejecutivo ha dado a esta 
temática y, fundamentalmente, con el hecho de usar como motores, ya no a simples civiles -si se me permite 
la expresión, yo alguna vez dije que nos mandaban a la guerra con un tenedor, porque nuestro único 
instrumento era la persuasión y tratar de convencer a la gente que nos contara-, porque ahora entra a 
funcionar la institucionalidad militar con la orden vertical de los comandantes para recoger la información. 
Creo que esas son las variantes y el avance que ha habido respecto a otra época. 


Me parece que no debemos olvidar que los actuales oficiales superiores en aquella época eran estudiantes, 
escolares o liceales. En ese sentido, existe una suerte de cansancio en el seno de las Armas, de la fuerza, por 
seguir llevando, como ellos dicen, una mochila que no les pertenece. Creo que en este punto ha habido un 
cambio cualitativo, que para muchos no será suficiente pero significa un avance importante y significativo, 
cuando menos en el reconocimiento oficial por parte de las Fuerzas Armadas sobre qué fue lo que sucedió; a 
mi modo de ver, ese ya es un salto trascendente. 


SEÑORA PAYSSÉ.- En primer lugar, el doctor Fernández ha dicho que el tiempo es un gentilhombre 
atildado, pero también podría ser una gentil mujer. Comparto este concepto, pero también me parece 
de honestidad intelectual dejar sentado que la voluntad política que puedan haber tenido los diferentes 
Poderes Ejecutivos está directamente vinculada con los avances que se puedan lograr. 


No quería callar esto porque, reitero, reconociendo las bondades de ese gentilhombre, o mujer, que es el 
tiempo, lo otro también tiene un peso sustantivamente más importante. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos la deferencia del señor Secretario de la Presidencia de la 
República por aceptar esta invitación para compartir con la Comisión esta reunión de trabajo. 


Nos gustaría que este intercambio no terminara acá, porque nos parece que estos temas que son tan sensibles 
son muy removedores y han convocado la reflexión de la sociedad, de los actores que participaron en esos 
episodios y de los partidos políticos, lo que nos parece muy saludable. No obstante, también nos parece muy 
saludable que se pueda institucionalizar toda esta información, porque forma parte de un proceso que es 
valioso para quienes lo vivimos, pero lo será mucho más para las generaciones futuras. Nos parece que no es 
menor que toda esta información quede registrada nada más ni nada menos que en una Comisión 
parlamentaria, la única de Derechos Humanos del Parlamento. Por lo tanto, el hecho de que se oficialice toda 
esta información en este ámbito, por lo menos desde nuestra perspectiva, es muy importante. Nos parece - 
creo que esto es compartido por los demás compañeros de la Comisión- que en la medida en que el Poder 
Ejecutivo lo entienda, sería bueno seguir recibiendo y oficializando toda esta información en el Parlamento, 
porque la consideramos importante no solo para nosotros sino para las futuras generaciones de la sociedad y 
los políticos y políticas venideros. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Pretendemos actuar con total y absoluta transparencia en esta materia que 
para nosotros tiene raíces profundamente éticas y van más allá de las cuestiones político partidarias. 
Estamos dispuestos a venir a institucionalizar y a dialogar cuantas veces lo entiendan necesario y nos 
convoquen, ya sea a título de la Comisión o de cualquiera de sus miembros, quienes tienen la plena 
libertad de llamarnos y siempre van a encontrar una respuesta. 


(Se retira de Sala el doctor Gonzalo Fernández) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


